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vid En este documento aportamos solucio-

nes para que la manera de encarar la 
desescalada del confinamiento y la re-
activación económica se encamine hacia 
sociedades más ecológicas y justas, que 
corrijan los graves problemas previos a 
la pandemia, como el cambio climáti-

co, la pérdida de biodiversidad, la acumulación 
de residuos o las desigualdades sociales, y que 
además ayuden a prevenir futuras pandemias y 
a reaccionar mejor si se dan.

Nos es obligado recordar que las pandemias y 
la crisis ambiental están relacionadas. El hacina-
miento animal de la ganadería industrial y, espe-
cialmente, la pérdida de biodiversidad fomentan 
la aparición de nuevos virus que infectan a las 
personas. También el comercio ilícito de especies 
protegidas y dietas alimenticias a base de ani-
males silvestres han sido desencadenantes de 
la pandemia. Además, el cambio climático puede 
derivar en que vectores de transmisión de enfer-
medades infecciosas (como mosquitos) puedan 
ampliar su radio de acción. Mitigar la pérdida de 
biodiversidad y el cambio climático es la manera 
más eficaz de evitar futuras pandemias.

La pandemia de la COVID-19 nos deja una crisis 
económica y social agravada en un contexto de 
crisis ecológica. Si antes de esta crisis ya aler-
tábamos de que era imprescindible cambiar de 
modelo, ahora se hace todavía más imprescindi-
ble que las políticas de reactivación económica 
no sirvan para volver al modelo económico an-
terior sino que fomenten la transición ecológica 
justa, que la podemos definir como el proceso 
para alcanzar una sociedad que funciona sin 
combustibles fósiles, que revierte la pérdida de 
biodiversidad, que respeta los límites de los eco-
sistemas -en materia hídrica o de extracción de 
otros recursos y en materia de residuos- que no 
utiliza substancias tóxicas, que corrige las des-
igualdades sociales y que promueve personas 
sanas, libres e iguales en un contexto de partici-
pación y cooperación.
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vid Esta pandemia ha puesto de manifiesto que se pueden tomar medidas drásticas y globales en aras 

de un bien común. Las medidas que proponemos son drásticas pero necesarias y se pueden agrupar 
en 5 líneas de acción fundamentales:

Frenar la huida hacia adelante. Frente a las voces que reclaman una relajación 
de los estándares ambientales para reactivar la economía hay que entender que la 
disyuntiva no es entre medioambiente o economía sino entre tener un planeta ha-
bitable o no tenerlo. Por ello no se debe ni rebajar la protección ambiental, ni relajar 
los objetivos ya comprometidos.

Nuevo equilibrio ecológico. La coyuntura obliga a condicionar todas las políti-
cas de recuperación a la lucha contra la pérdida de biodiversidad, contra la degra-
dación de los ecosistemas, contra el cambio climático y contra la contaminación. 
La reconstrucción económica tienen que abordar los problemas ecológicos, lo que 
implica tomar medidas urgentes basadas en las indicaciones científicas y el prin-
cipio de precaución. En este nuevo equilibrio ecológico la salud también debe ser 
un factor de primer orden en la toma de decisiones.

Nuevo modelo productivo. La reconstrucción debe ir unida a un cambio en la 
matriz productiva para fomentar la cercanía y sustituir los sectores más contami-
nantes por un tejido que satisfaga las necesidades de la población respetando 
los límites ambientales. El turismo, la construcción, la minería o la industria au-
tomovilística deben reducirse para dar paso a un aumento de la agroecología o 
de la industria de la recuperación, de las energías renovables o de la movilidad 
sostenible.

Nuevo equilibrio social. La transformación ecológica debe incorporar la justicia 
social. Un aprendizaje importante de esta crisis es que los trabajos más necesa-
rios y más sostenibles son también aquellos menos valorados. Sin corregir las 
desigualdades sociales, sin repartir el trabajo (productivo y reproductivo) y sin 
reducir la jornada laboral, no hay posibilidades de abordar ninguna transición 
ecológica justa.

Nueva cultura de la Tierra. Esta crisis ha mostrado la importancia de disfrutar 
de un medioambiente sano, de condiciones de vida dignas y de tener las rela-
ciones sociales de calidad, frente al poco valor de la acumulación de bienes. Por 
ello es primordial un modelo cultural que ponga en valor el cuidado de la Tierra 
y de las personas para garantizar un futuro que conduzca a la justicia social y 
ambiental.
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vid FRENAR LA HUIDA HACIA ADELANTE

Rechazar cualquier cambio legislativo en la normativa ambiental y urbanísti-
ca que suponga una reducción de los requisitos y salvaguardas medioambien-
tales y la desprotección del Medio Ambiente y del territorio. No se puede volver 
a impulsar un modelo que genera devastación planetaria, desigualdad social y 
problemas de salud.

No relajar los objetivos de reducción de emisiones de la industria automo-
vilística o aeronáutica, puesto que se desatendería la crisis climática. La re-
ducción de gases de efecto invernadero globales debe garantizar al menos un 
7,6 % anual, una cifra que debido a nuestra responsabilidad histórica debería 
ser incluso mayor.

No rescatar ni ayudar a empresas contaminantes -como la aviación, la auto-
movilística, la minería o las relacionadas con los combustibles fósiles- ni a em-
presas multinacionales. Tampoco se debe usar dinero público para el fomento 
del consumo, como por ejemplo planes para la renovación del parque automovi-
lístico o para la promoción del turismo. Condicionar cualquier rescate o compra 
de deuda de empresas a la adopción de medidas en la línea de la transición 
ecológica.

Rechazar políticas de ajuste estructural. Las políticas de estímulo ante la 
última crisis económica, condicionadas por la UE son el paradigma de todo 
aquello que hay que evitar hacer para superar esta crisis: recortes en servicios 
públicos, recortes en presupuestos ambientales o pérdida de derechos ambien-
tales y sociales. 
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Aprobar un Plan de emergencia estatal para detener la pérdida de biodiver-
sidad en territorio español. Este plan debería incorporar medidas concretas para 
cumplir los compromisos de las Metas de Aichi del Convenio de Diversidad Bio-
lógica y de la Estrategia Europea de Biodiversidad. Como objetivo prioritario las 
políticas sectoriales y el uso de fondos públicos deben estar condicionadas a la 
conservación de la biodiversidad, y no al revés, no contribuyendo a fomentar las 
causas que producen su pérdida.

Poner en marcha planes específicos de restauración de los ecosistemas de-
gradados por la acción humana, coordinados entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas. Transformar las prácticas agrarias y la gestión forestal para compati-
bilizar la producción con la protección de la biodiversidad, a través, por ejemplo, 
del impulso decidido a la agricultura ecológica y a la mejora gestión forestal cada 
vez menos intervencionistas y más sostenibles. Es decir, priorizar todas aquellas 
prácticas que favorecen la conservación y recuperación de los procesos ecosisté-
micos y, por tanto, suponen beneficios esenciales para la seguridad humana.

Establecer moratorias turísticas en los centros urbanos, especialmente de las 
grandes metrópolis, y realizar un control riguroso del uso fraudulento de edifi-
cios residenciales como pisos turísticos. También se deben establecer moratorias 
a la urbanización en los territorios colonizados turísticamente, en particular los 
municipios costeros y declarados de interés turístico, que den lugar a planes de 
recuperación medioambiental, basados en la estimación de su capacidad de car-
ga, teniendo en cuenta la preservación de los recursos naturales, en particular el 
agua y los ecosistemas sensibles -como los costeros- así como la promoción de 
su capacidad de autoabastecimiento agropecuario.

Establecer una moratoria estatal para planes de infraestructuras de transporte 
asociados a la movilidad del turismo, vinculada a los estudios autonómicos y 
estatal de capacidad de carga y a las estrategias de diversificación económica 
promovidas tanto desde el Estado como a nivel autonómico y municipal.

Transformar las ciudades para facilitar la movilidad activa, especialmente de 
peatones y ciclistas, restando sitio al transporte motorizado, y fomentar el uso 
del transporte público, garantizando la seguridad de las personas usuarias y la 
accesibilidad de todas las personas a éste con medidas como el abono social para 
las personas con rentas muy bajas.

Reducir la generación de residuos derivados de la pandemia mediante la reu-
tilización de mascarillas y batas, después de su desinfección y limpieza, evitando 
la incineración o depósito en vertedero. Se deben también prohibir los plásticos 
y productos de un solo uso a la vez que promover los envases y las bolsas reuti-
lizables, para evitar la saturación de vertederos y el incremento de los plásticos 
que llegan a áreas terrestres y marinas. Para evitar los contagios, las medidas de 
higiene son más efectivas que el incremento de los materiales de usar y tirar. En 
materia de residuos es necesario implantar la recolección selectiva obligatoria de 
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vid la materia orgánica mediante los sistemas más eficientes: autocompostaje, reco-

gida puerta a puerta o contenedores personalizados.

Mantener la vigilancia sobre el deterioro de los ecosistemas hídricos. Aumen-
tar la inversión efectiva en la mejora del estado ecológico de ríos, acuíferos, hume-
dales y lagunas; y desestimar definitivamente la construcción de nuevos embalses 
y trasvases planificados o actualmente en construcción, como también otros tras-
vases ya existentes, como el del Tajo-Segura y el de Siurana-Riudecanyes.

Reducir de manera urgente la dotación hídrica de las asignaciones a las de-
mandas agrarias para prevenir cortes de agua a la población en el verano y frenar 
la creación de nuevos regadíos. Además se debe modificar el Plan Nacional de 
Uso Sostenible de Plaguicidas. Este Plan deberá contener un objetivo vinculante 
de reducción cuantitativa y cualitativa de plaguicidas agrarios de al menos el 50 % 
para 2023. Por último se debe imponer una moratoria a la ganadería industrial, 
que es altamente contaminante y no genera mucho empleo.

Combatir la sobrepesca. No detraer las ayudas al sector pesquero del Fondo 
Marítimo Pesquero (FEMP) sino de nuevos fondos específicos. El FEMP se creó con 
el objetivo de invertir en la adecuación para el cumplimiento de las normativas 
europeas en materia de conservación.
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Abandonar el dogma del crecimiento económico y del lucro. No se puede cre-
cer eternamente en un planeta finito ni poner el lucro por encima de las nece-
sidades sociales o ambientales. Por ello el PIB debe dejar de ser un indicador 
económico en favor de otros como la huella ecológica, el Índice Planeta Vivo o el 
Índice de Bienestar Económico Sostenible.

Transformar la matriz económica, productiva y laboral del Estado español. Para 
transitar hacia una economía descarbonizada, que fomente la conservación de la 
biodiversidad y sea totalmente circular (donde no existan los residuos y no se ex-
traigan recursos por encima de su tasa de renovación) hace falta cambiar la matriz 
económica a escala global, estatal y local. Ante la reducción drástica del peso del 
turismo, la construcción o las industrias contaminantes cabe un aumento del em-
pleo en el sector primario y en la industria orientada hacia la transición ecológica, 
las energías renovables, la salud de las personas, la transformación de alimentos, la 
reparación y recuperación de objetos y la conservación del funcionamiento de los 
ecosistemas. Ecologistas en Acción ha realizado una publicación que indica diferen-
tes opciones de escenarios de trabajo en la transición ecosocial entre 2020 y 2030.

Aumentar la captación de fondos para financiar la transición ecológica justa 
mediante medidas fiscales que graven las actividades más dañinas con el pla-
neta, así como a las grandes fortunas, a las transacciones financieras y a la eco-
nomía especulativa. También se deben impulsar medidas internacionales contra 
los paraísos fiscales y la evasión fiscal.

Realizar una auditoría clara de los costes energéticos que sirva como base para 
cambiar el actual sistema de conformación de precios de la energía por un marco que 
asegure la democratización de la energía y el derecho al autoconsumo renovable.

Buscar un reequilibrio territorial para reactivar el mundo rural. El nuevo mo-
delo productivo debe planificarse para corregir los desequilibrios territoriales y 
sustentarse sobre un sector primario que respete los límites de los ecosistemas, 
que fije el empleo al territorio y que fomente la biodiversidad, como la pesca ar-
tesanal, la ganadería extensiva y la agroecología.

Apostar por la agroecología como fuente principal de la alimentación, ya que 
tiene el menor manejo del ecosistema y fija más población al territorio. Para ello 
se deben fomentar los mercados de proximidad y venta directa y la compra pública 
agroecológica en escuelas, hospitales, etc. Se deben crear infraestructuras agroali-
mentarias públicas (centrales de abastecimiento, obradores, mataderos…), estable-
cer una ley de precios mínimos para que la gran distribución no pueda presionar a 
las pequeñas explotaciones y ceder tierras para cultivar con criterios agroecológicos 
a las personas desempleadas, a las cooperativas o a las asociaciones.

Aplicar criterios de sostenibilidad y justicia social a la compra pública respon-
sable, que integre el respeto al medio ambiente, la cercanía y los valores éticos y 
solidarios en todas las etapas del procedimiento de contratación.

https://www.ecologistasenaccion.org/132893/informe-escenarios-de-trabajo-en-la-transicion-ecosocial-2020-2030/
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necesidades de la población. Controlar los precios de los materiales sanitarios y 
farmacéuticos más necesarios en este momento de la pandemia. Suspender las 
patentes para asegurar el acceso a los medicamentos y vacunas aplicando el art. 
31 del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual rela-
cionados con el Comercio (TRIPS).

Salir del Tratado de la Carta de la Energía y vetar que la UE negocie y firme 
nuevos tratados de comercio e inversión. Retirar de forma preventiva el con-
sentimiento para el arbitraje inversor-Estado (ISDS), que puede ser utilizado para 
bloquear medidas encaminadas a la transición ecológica justa.
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Reforzar los servicios 100 % públicos, universales y de calidad. Es necesario que 
la salida a esta crisis refuerce lo común y lo que nos permite vivir: la sanidad, la 
educación, la atención social de las personas, el cuidado del medioambiente, el 
transporte, la energía, el agua, las comunicaciones, el comercio, las pensiones, los 
medicamentos, el ocio o la vivienda. Reclamamos la reversión de las privatizaciones 
y una gestión pública y transparente de estos servicios, con perspectiva medioam-
biental y que den servicio a toda la población, especialmente al medio rural.

Garantizar el derecho a la salud, incluyendo la salud ambiental, la salud se-
xual y la salud mental. Además de garantizar la sanidad 100 % pública y universal, 
se debe proteger la salud de la población frente a la contaminación química, 
atmosférica o de comida poco saludable. Invertir en atención primaria y en medi-
das de prevención de la salud colectiva es más eficiente y barato que hacerlo en 
costosos tratamientos.

Reducir la jornada laboral, reforzar los derechos laborales y redistribuir los 
trabajos reproductivos no remunerados. En aras de repartir el empleo y además 
dejar tiempo para los trabajos reproductivos, el ocio o la participación ciudada-
na, se debe reducir la jornada laboral a 30 horas semanales, sin disminuir los 
salarios. Promover la Renta Básica de las Iguales para no depender del empleo 
para subsistir y organizar estrategias de corresponsabilidad social en los trabajos 
reproductivos no remunerados.

Asegurar el derecho a la vivienda y los suministros básicos de luz y agua. Pro-
hibición efectiva de desahucios y cortes por impagos debidos a situaciones de 
precariedad económica para respetar el derecho humano a la vivienda, al agua 
potable, a la energía y al saneamiento asegurando los servicios básicos para to-
das las personas independientemente de su situación económica o habitacional.

Proteger a las mujeres y a todas las personas vulnerables de la violencia ma-
chista, de la violencia doméstica y de la violencia económica y energética, aquí y 
en otros territorios, donde están siendo violentadas por la pobreza y amenazadas 
por defender el territorio.

Favorecer un proceso educativo que atienda a la diversidad. Durante el confi-
namiento se ha optado por dar clases on-line y la brecha educativa ha aumenta-
do. Cuando en condiciones normales no se cuenta con las políticas y la formación 
adecuadas para atender la diversidad, menos aún podrá hacerse en situaciones 
excepcionales.

Derogar las “Leyes Mordaza”, que están siendo utilizadas para criminalizar a 
las personas calificando automáticamente el incumplimiento de las restricciones 
impuestas durante el estado de alarma como infracción de desobediencia. Se 
deben investigar y sancionar los abusos policiales y garantizar el derecho a la 
protesta.
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Revisar y adaptar las escuelas y el currículum. Es preciso revisar en profundi-
dad el currículum escolar y formar al profesorado y demás comunidad educativa, 
así como adaptar las infraestructuras y servicios de las escuelas, para transitar 
hacia una sociedad mejor adaptada y más resiliente a los cambios ambientales y 
sociales que se avecinan por la crisis climática, de biodiversidad, de disponibili-
dad de recursos, etc.

Promover una nueva escala de valores que ponga la vida en el centro. Frente 
a la cultura de la acumulación individual de bienes, que genera devastación am-
biental y problemas de salud se debe fomentar modelos que promuevan la sig-
nificación social a través del fortalecimiento de las relaciones sociales, el respeto 
por la naturaleza y el aumento del tiempo dedicado a actividades de cuidados. 
Los valores que deben primar, como derecho para toda la ciudadanía, son: la sos-
tenibilidad ambiental y social, la importancia de lo común o la salud como bien 
colectivo, entre otros.

Fomentar la participación, la solidaridad y la cooperación. Esta crisis solo se 
puede abordar a través de la acción colectiva global, lo que requiere de dejar 
atrás la competitividad y el individualismo y buscar acuerdos de amplio consenso 
social basados en la solidaridad y la cooperación.

(Re)aprender de la naturaleza. Los sistemas naturales llevan millones de años 
funcionando de manera compleja y eficiente. Los seres humanos en muchas oca-
siones se han adaptado a la perfección a los ciclos naturales creando ecosistemas 
muy ricos y diversos, bien gestionados. La Nueva Cultura de la Tierra consiste en 
eso, en aprender de nuevo a vivir con la naturaleza.
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uno de los hitos más importantes del s.XXI, 
al menos a tenor de las consecuencias que 
ha tenido. Desde que comenzó, aunque de 
manera gradual, prácticamente la tota-
lidad del planeta ha modificado sus pa-
trones de vida y con toda probabilidad la 

crisis que ha ocasionado cambiará las sociedades 
económica, ecológica y psicológicamente.

Al inicio de la pandemia, desde Ecologistas 
en Acción lanzamos 19 propuestas ambientales 
y sociales para dar respuesta a la crisis del co-
ronavirus. Aunque aún necesarias, se trataba de 
medidas, en su mayoría, de urgencia para abor-
dar la crisis sanitaria derivada de la pandemia y 
la crisis social derivada del confinamiento.

En este documento aportamos soluciones 
para que la manera de encarar la desescalada 
del confinamiento y la reactivación económica 
se encamine hacia sociedades más ecológicas y 
justas, que corrijan los graves problemas previos 
a la pandemia, como el cambio climático, la pér-
dida de biodiversidad, la acumulación de resi-
duos o las desigualdades sociales, y que además 
ayuden a prevenir futuras pandemias y a reac-
cionar mejor si se dan.

Partimos del conocimiento de que esta crisis ha 
estado acompañada de un enorme sufrimiento, por 
la cantidad de víctimas mortales y por la dificultad 
para homenajear y despedir a esas personas, así 
como por la cantidad de personas que han tenido 
que afrontar el confinamiento en condiciones pre-
carias, en lugares inhóspitos o lejos de sus seres 
queridos. Esperamos que este tipo de situaciones 
no tengan que ser necesarias de nuevo, pues este 
duro momento nos reafirma en la necesidad de 
contacto e interacción social y la importancia de 
que la población ocupe el espacio público.

Paradójicamente, aunque de manera espera-
da, el confinamento ha supuesto una mejora de 
algunos indicadores ambientales. Las emisiones 
de gases de efecto invernadero, la contaminación 
atmosférica, la movilidad motorizada privada o 
la presión sobre los ecosistemas han disminuido 

drásticamente por el parón económico derivado 
del confinamiento. Dado que ha sido debido a 
una situación dolorosa y transitoria, estas reduc-
ciones no han sido motivos de esperanza. Pero sí 
son una nueva demostración -otra más- de que 
que el modelo de producción y consumo es eco-
cida y pone en peligro a nuestra especie.

Nos es obligado recordar que, si bien la aparición 
de zoonosis (enfermedad o infección que se da en 
los animales y que es transmisible a las personas 
en condiciones naturales) es un proceso biológico 
natural, hay factores que la hacen más probable. 
El hacinamiento animal en la ganadería industrial 
y, especialmente, la pérdida de biodiversidad fo-
mentan la aparición de nuevos virus que infectan 
a las personas. Además, el cambio climático puede 
derivar en que vectores de transmisión de enfer-
medades infecciosas (como mosquitos) puedan 
ampliar su radio de acción. Mitigar la pérdida de 
biodiversidad y el cambio climático es la manera 
más eficaz de evitar futuras pandemias.

La pandemia de la COVID-19 nos deja una crisis 
social aún más grave, en un contexto de crisis eco-
lógica. Si antes de esta crisis ya alertábamos de 
que era imprescindible cambiar de modelo, ahora 
se hace todavía más necesario que las políticas 
de reactivación económica no sirvan para volver 
al modelo económico anterior sino que fomenten 
la transición ecológica justa, que la podemos de-
finir como el proceso para alcanzar una sociedad 
que funciona sin combustibles fósiles, que revier-
te la pérdida de biodiversidad, que respeta los 
límites de los ecosistemas -en materia hídrica o 
de extracción de otros recursos y en materia de 
residuos- que no utiliza substancias tóxicas, que 
corrige las desigualdades sociales y que promue-
ve personas sanas, libres e iguales en un contexto 
de participación y cooperación.

Esta pandemia ha puesto de manifiesto tres co-
sas: la primera ha sido la relevancia de los “ser-
vicios esenciales”: sanidad, educación, agricultura, 
transporte, limpieza, cuidado de las personas, etc.; 
sectores que gozan de poco reconocimiento social 
y retributivo. En segundo lugar se ha evidenciado 
la importancia de tener servicios públicos de cali-

In
tro

du
cc

ió
n

https://www.ecologistasenaccion.org/139068
https://www.ecologistasenaccion.org/139068
https://www.ecologistasenaccion.org/139068
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co
vid dad orientados a las necesidades humanas y no al 

lucro. En tercer lugar, y probablemente lo más im-
portante, es que somos capaces de tomar medidas 
drásticas globales y muy rápidas, al unísono, para 
afrontar conjuntamente un problema global y a la 
vez crear redes vecinales autogestionadas de cer-
canía para apoyar que nadie se quede sin recursos.

Dado que la prioridad es abrir la senda hacia 
una transición ecológica, aquí se listan una serie 
de medidas agrupadas por temáticas. Todas van 
en la línea del programa ambiental de Ecologistas 
en Acción y de las propuestas electorales para las 

elecciones generales, aunque con adaptaciones a 
la situación actual. Básicamente son medidas en-
caminadas a la transición ecológica justa. Algunas 
de las medidas requieren acción internacional, 
por lo que instamos al gobierno español a presio-
nar para que tengan lugar. El resto son para apli-
cación en los ámbitos estatal, autonómico o local.

Las medidas que proponemos son drásticas 
pero necesarias. Se agrupan en 18 apartados que 
corresponden a diferentes ámbitos del ecologis-
mo social pero se resumen en 5 líneas de acción 
fundamentales:

FRENAR LA HUIDA HACIA ADELANTE. Frente a las voces que reclaman una relajación de los estándares 
ambientales para reactivar la economía hay que entender que la disyuntiva no es entre medioambiente o 
economía sino entre tener un planeta habitable o no tenerlo. Por ello no se debe ni rebajar la protección 
ambiental, ni relajar los objetivos ya comprometidos.

NUEVO EQUILIBRIO ECOLÓGICO. La coyuntura obliga a condicionar todas las políticas de recupera-
ción a la lucha contra la pérdida de biodiversidad, contra la degradación de los ecosistemas, contra 
el cambio climático y contra la contaminación. La reconstrucción económica tienen que abordar los 
problemas ecológicos, lo que implica tomar medidas urgentes basadas en las indicaciones científicas 
y el principio de precaución. En este nuevo equilibrio ecológico la salud también debe ser un factor 
de primer orden en la toma de decisiones.

NUEVO MODELO PRODUCTIVO. La reconstrucción debe ir unida a un cambio en la matriz productiva 
para fomentar la cercanía y sustituir los sectores más contaminantes por un tejido que satisfaga las 
necesidades de la población respetando los límites ambientales. El turismo, la construcción, la mi-
nería o la industria automovilística deben reducirse para dar paso a un aumento de la agroecología 
o de la industria de la recuperación, de las energías renovables o de la movilidad sostenible.

NUEVO EQUILIBRIO SOCIAL. La transformación ecológica debe incorporar la justicia social. Un apren-
dizaje importante de esta crisis es que los trabajos más necesarios y más sostenibles son también 
aquellos menos valorados. Sin corregir las desigualdades sociales, sin repartir el trabajo (productivo 
y reproductivo) y sin reducir la jornada laboral, no hay posibilidades de abordar ninguna transición 
ecológica justa.

NUEVA CULTURA DE LA TIERRA. Esta crisis ha mostrado la importancia de disfrutar de un medioam-
biente sano, de condiciones de vida dignas y de tener las relaciones sociales de calidad, frente al 
poco valor de la acumulación de bienes. Por ello es primordial un modelo cultural que ponga en 
valor el cuidado de la Tierra y de las personas para garantizar un futuro que conduzca a la justicia 
social y ambiental.

https://www.ecologistasenaccion.org/quienes-somos/programa-ambiental-de-ecologistas-en-accion/
https://www.ecologistasenaccion.org/quienes-somos/programa-ambiental-de-ecologistas-en-accion/
https://www.ecologistasenaccion.org/wp-content/uploads/2019/03/propuestas-elecciones-2019.pdf
https://www.ecologistasenaccion.org/wp-content/uploads/2019/03/propuestas-elecciones-2019.pdf
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co
vid MEDIDAS PASIVAS 

(O MEDIDAS A 
EVITAR)

Es necesario comenzar insistiendo en medidas 
que no se deberían tomar bajo ningún concepto 
puesto que supondrían retrocesos ambientales 
y sociales.

Propuestas:
Evitar cualquier cambio legislativo en la nor-

mativa ambiental y urbanística que suponga 
una reducción de los requisitos y salvaguardas 
medioambientales y la desprotección del Me-
dio Ambiente y del territorio. Esta medida no 
debería estar ni cuestionada, pero desgraciada-
mente tanto a escala local como estatal nacio-
nal o internacional hay quienes están pidiendo 
una relajación de las medidas ambientales para 
recuperar la economía. Insistimos: no se puede 
volver a impulsar un modelo que genera devas-
tación planetaria y desigualdad social.

Rechazar cualquier modificación de los pro-
cedimientos judiciales que impida la tutela ju-
dicial efectiva del territorio y el medioambien-
te, ya sea por el encarecimiento de las tasas, o 
mediante la reducción de los controles legales 
de las actuaciones urbanísticas.

No relajar los objetivos de reducción de emi-
siones de la industria automovilística o aero-
náutica, puesto que se desatendería la crisis 
climática.

Rechazar políticas de ajuste estructural como 
las realizadas a principios de la década de 2010: 
recortes en servicios públicos, recortes en pre-
supuestos ambientales o pérdida de derechos 
ambientales y sociales.
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co
vid BIODIVERSIDAD

La pérdida de biodiversidad, junto a la crisis 
climática, es una de los problemas más graves 
dentro de la emergencia ecológica que estamos 

sufriendo. Además existe un 
claro vínculo entre la pérdi-

da de biodiversidad y el 
aumento de enferme-
dades infecciosas pe-

ligrosas para la especie 
humana, como la de la 

COVID-19. La naturale-
za es esencial para 

la salud de la 
humanidad, tan-
to física como 

mental. Los eco-
sistemas sanos son 

nuestros mejores aliados, al 
encargarse por sí mismos de regular la aparición 
de plagas, patógenos, depredadores, parásitos y 
otros organismos que amenazan la superviven-
cia de la especie humana.

Por todo ello consideramos que, ahora más 
que nunca, la sociedad, las empresas y las ad-
ministraciones deben seguir las directrices mar-
cadas por la investigación científica. Estas ya han 
demostrado que debido a una mala gestión de 
los recursos naturales y al ataque abusivo, al que 
los poderes económicos someten a la naturale-
za, se está amenazando la supervivencia de mul-
titud de especies, incluyendo la humana.

El Estado español debe sumarse al esfuerzo 
internacional para priorizar la protección de la 
naturaleza y lograr detener la pérdida de biodi-
versidad. Para ello se requiere tomar medidas 
con carácter de urgencia tanto a escala global 
como local ya que garantizar el correcto fun-
cionamiento de nuestros ecosistemas es, junto 
con el refuerzo del sistema sanitario y la inver-
sión en investigación científica, la única manera 
de evitar que vuelvan a ocurrir crisis sanitarias 
como la actual y otras crisis venideras de índole 
similar.

Propuestas:
Aprobar un Plan de emergencia estatal para detener la pérdida de biodi-

versidad en territorio español. Este plan debería incorporar medidas concretas 
para cumplir los compromisos de las Metas de Aichi del Convenio de Diversidad 
Biológica y de la Estrategia Europea de Biodiversidad. Como objetivo prioritario 
las políticas sectoriales y el uso de fondos públicos deben estar condicionadas 
a la conservación de la biodiversidad, no contribuyendo a fomentar las causas 
que producen su pérdida.

Poner en marcha planes específicos de restauración de los ecosistemas 
degradados por la acción humana, coordinados entre el Estado y las Comuni-
dades Autónomas. Transformar las prácticas agrarias y la gestión forestal para 
compatibilizar la producción con la protección de la biodiversidad, a través por 
ejemplo del impulso decidido a la agroecología y la gestión forestal sosteni-
ble. Es decir, priorizar todas aquellas prácticas que favorecen la conservación 
y recuperación de los procesos ecosistémicos y, por tanto, suponen beneficios 
esenciales para la seguridad humana.

Adaptar de manera urgente toda la normativa estatal a los objetivos de fre-
nar la pérdida de biodiversidad, especialmente revertir la modificación de la Ley 
de Patrimonio Natural y biodiversidad sobre especies exóticas invasoras y rea-
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co
vid lizar una revisión científica de los catálogos estatal y autonómicos de Especies 

Amenazadas. Inclusión del lobo en la categoría de “Vulnerable”en el RD 139/2011 
que crea el Listado de Especies en Régimen de Protección Especial y Catálogo 
Español de Especies Amenazadas. Además por su riesgo potencial para la salud 
humana, se debe prohibir el comercio de especies silvestres independientemen-
te de su estatus de conservación y reforzar herramientas ya existentes como el 
Plan de acción español contra el tráfico ilegal y el furtivismo Internacional de 
especies silvestres.

Impulsar las inversiones en conservación del patrimonio natural a escala na-
cional y autonómica: Red Natura 2000, espacios naturales protegidos, así como 
inversiones en restaurar ecosistemas degradados.

EMERGENCIA CLIMÁTICA
La crisis del COVID 19 ha subrayado la 

especial importancia de la acción colectiva 
para la resolución de situaciones de emer-
gencia. Así, desde cada una de las personas 
hasta las instituciones políticas se ha hecho 
un continuo esfuerzo por transmitir las me-
didas necesarias para prevenir, enfrentar 
los efectos de la pandemia, poner medidas 

y paliar sus peores consecuencias. Asumir 
la realidad de estar ante una crisis y no 
minimizar sus consecuencias se ha mos-

trado clave para proteger la vida de una 
gran parte de la ciudadanía. De la misma for-

ma, las medidas económicas y sociales derivadas 

de esta crisis sanitaria no pueden obviar que vi-
vimos inmersos en una emergencia climática, que 
requiere de la acción colectiva global, y frente a la 
que apenas nos queda tiempo para actuar. 

La continua quema de combustibles fósiles ya 
está generando importantes problemas y pérdi-
das en todo el territorio, lo que debe afrontarse 
mediante la adaptación al cambio climático. Una 
adaptación que necesariamente deberá estar 
orientada a conservar los ecosistemas en su me-
jor estado, detener la pérdida de biodiversidad y 
evitar que las consecuencias impacten con ma-
yor intensidad a los colectivos más vulnerables.

Propuestas:
Asumir que vivimos en un estado de emergencia climática implica tomar me-

didas urgentes basadas en las indicaciones científicas, para evitar que el incre-
mento de la temperatura global supere 1,5oC.

Alcanzar reducciones de emisiones anuales en España superiores al 7,6  % 
anual hasta 2030. Para ello será necesario el establecimiento de un calendario de 
cierre claro de los sectores fósiles, impedir la creación de nuevas infraestructuras 
(como las gasísticas previstas) o el desarrollo de planes que generen emisiones 
de gases de efecto invernadero. Estas reducciones solo se pueden alcanzar com-
binando el uso de energías renovables con un descenso del consumo energético 
actual. El cumplimiento de los objetivos climáticos debe de estar reflejado en el 
tratamiento jurídico-constitucional con el mayor grado de obligatoriedad.
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co
vid ECONOMÍA Y TEJIDO PRODUCTIVO

La emergencia sanitaria de la 
COVID-19 ha puesto de mani-
fiesto la vulnerabilidad de un 
modelo de producción y consu-

mo globalizado y sujeto a proce-
sos de especulación. 

En el Estado espa-
ñol el modelo econó-

mico basado en el 
turismo y la cons-
trucción, además 
de ser totalmente 

insostenible y generar empleo precario, como 
ya se ha demostrado en varias ocasiones, es 
muy vulnerable a las crisis socioeconómicas. La 
pandemia ha evidenciado además la incapaci-

dad de producir material sanitario por no tener 
un sector industrial pequeño y poco diversifica-
do en el que destaca el desarrollo de industrias 
insostenibles como la automovilística o arma-
mentística.

Proponemos una serie de medidas tendentes 
a transformar y relocalizar el proceso de la pro-
ducción y consumo, especialmente en los secto-
res productivos necesarios para el bienestar de la 
población, así como medidas para aumentar los 
ingresos públicos y disminuir el gasto innecesario.

Además, creemos necesario impulsar la eco-
nomía social, feminista, y ecológica, poniendo en 
el centro la sostenibilidad de la vida y la equidad 
social.

Propuestas:
Transformar la matriz económica, productiva y laboral del Estado español. 

Para transitar hacia una economía descarbonizada, que fomente la conservación 
de la biodiversidad y sea totalmente circular (donde no existan los residuos y no 
se extraigan recursos por encima de su tasa de renovación) hace falta cambiar 
la matriz económica a escala global, estatal y local. Es necesario reducir drásti-
camente el peso del turismo y la construcción, así como de algunas industrias 
contaminantes. Frente a ello cabe un aumento del empleo en el sector primario 
y en la industria orientada hacia la transición ecológica, las energías renovables, 
la salud de las personas, la transformación de alimentos, la reparación y recupe-
ración de objetos y la conservación del funcionamiento de los ecosistemas. Sería 
necesario invertir en la protección y formación de las personas trabajadoras en 
esta transición. Ecologistas en Acción ha realizado una publicación que indica 
diferentes opciones de escenarios de trabajo en la transición ecosocial entre 
2020 y 2030.

Planificar un reparto territorial del empleo para que no se concentre en po-
cas áreas y así solucionar el vaciamiento del mundo rural. Desarrollar planes de 
diversificación económica autonómicos y municipales, basados en la reactiva-
ción del sector primario economía verde descentralizada, como alternativa a la 
dependencia del ladrillo y el turismo, para la generación de empleo de calidad, 
innovación y valor añadido.

Abandonar el dogma del crecimiento económico. No se puede crecer eterna-
mente en un planeta finito -y la desmaterialización de la economía no es más 

https://www.ecologistasenaccion.org/132893/informe-escenarios-de-trabajo-en-la-transicion-ecosocial-2020-2030/
https://www.ecologistasenaccion.org/132893/informe-escenarios-de-trabajo-en-la-transicion-ecosocial-2020-2030/
https://www.ecologistasenaccion.org/117712/apoyo-a-la-manifestacion-la-revuelta-de-la-espana-vaciada/
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co
vid un mito. Continuar intentándolo, por muchas medidas paliativas que se pongan, 

derivará en el colapso de las sociedades. Por ello es necesario recurrir a un 
modelo económico basado en las necesidades humanas y que funcione dentro 
de los límites de los ecosistemas, relocalizando la economía. Indicadores como 
el índice de bienestar económico sostenible son más adecuados que el PIB para 
medir el funcionamiento de la economía.

Implantar medidas de apoyo a la pequeña producción (y comercialización) 
frente a las grandes corporaciones: flexibilizar normativas fiscales para peque-
ños productores/comercializadores, frente a una presión fiscal y normativa más 
restrictiva para las grandes corporaciones. 

Promover medidas legislativas de protección al pequeño comercio barrial y 
rural, con circuitos cortos de comercialización. Las pequeñas tiendas de barrio 
han podido responder de manera más eficaz a esta crisis al estar más vinculadas 
con el tejido social del barrio y de las problemáticas concretas del vecindario. 
Este tipo de comercio garantiza mejor reparto de la riqueza y mayor creación 
de empleo. La liberalización de los horarios ha supuesto un gran perjuicio al 
pequeño comercio que no puede competir en igualdad de condiciones con las 
grandes superficies por lo que reclamamos la modificación de la Ley 1/2004, de 
21 de diciembre, de Horarios Comerciales y una ley que permita a comunidades 
autónomas y ayuntamientos limitar las grandes superficies en sus territorios, a 
partir de unos máximos establecidos.

Dar apoyo al sector de la Economía Social y Solidaria que aplica criterios de 
sostenibilidad y justicia social y genera un tejido productivo más resiliente. Fa-
vorecer, apoyar y diseñar proyectos de economía local que sean replicables y 
accesibles a una gran cantidad de población, para apoyar la salida de la econo-
mía sumergida.
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co
vid HACIENDA, FISCALIDAD Y DEUDA

Propuestas:
Aumentar la captación de fondos para financiar la transición ecológica jus-

ta mediante medidas fiscales que graven las actividades más dañinas con el 
planeta, así como a las grandes fortunas, a las transacciones financieras y a la 
economía especulativa. También se deben impulsar medidas internacionales 
contra los paraísos fiscales y la evasión fiscal.

Crear impuestos específicos para las grandes plataformas electrónicas como 
Amazon, Deliveroo, etc., por destruir el pequeño comercio, por generar una enorme 
huella de carbono, por promover un modelo de obsolescencia, por generar residuos 
de excesivo embalado, y por la precarización de sus trabajadores y trabajadoras.

Recuperar los 60.000 millones del rescate bancario mediante un impuesto 
a los bancos, como han hecho otros países, porque se necesitan ahora para 
financiar medidas sociales y ecológicas que nos permitan salir de la nueva crisis 
y resolver la emergencia climática.

Destinar las ayudas públicas exclusivamente hacia empresas y actividades 
que contribuyan a mejorar las condiciones de vida de las mayorías sociales y 
que, a la vez, frenen la crisis ecológica que estamos viviendo. Algunas propues-
tas para avanzar en esta dirección son:

I) Publicación de los avales y préstamos concedidos a empresas a partir 
de un importe de un millón de euros. Sería un ejercicio de transparencia 
que supondría un gran logro para la ciudadanía, similar al logrado en su día 
con la contratación pública.

II) Creación de una regulación vinculante del apoyo público financiero en 
materia de derechos humanos y medioambientales, alineando dicho apo-
yo con los planes de lucha contra la crisis climática.

III) Exclusión de determinados perfiles de empresas:

III.a) Transnacionales que hayan obtenido cuantiosos beneficios en 
anteriores años. 	

Transformar el modelo produc-
tivo, poner en marcha planes de 
restauración ambiental, invertir en 
servicios públicos o proteger a las 
personas trabajadoras requiere de 
un aumento de la financiación pú-
blica. Esto implica que, además de 
la disminución de gastos contrarios 

a la transición ecológica (como el militar o el de 
las grandes infraestructuras de transporte), la re-
caudación pública debe aumentar y deben ser las 
multinacionales y grandes fortunas, quienes más 
se han lucrado del modelo de la globalización 
(responsable de la crisis ecológica global y de la 
expansión del COVID-19), quienes más tienen que 
contribuir económicamente a paliar la crisis.
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co
vid III.b) Compañías que pertenezcan a grupos implicados o condena-

dos por corrupción o delitos económicos graves.

III.c) Empresas del sector del armamento, el juego, la energía nu-
clear, la minería o el fósil.

III.d) Corporaciones que tengan filiales en paraísos fiscales o en 
territorios con conflictos armados.

IV) Incorporación de un baremo que priorice empresas que apuestan por la 
transición energética, la protección laboral y la reinversión en la economía 
local, entre otros criterios.

V) Inclusión de cláusulas socioambientales para la matriz, filiales y pro-
veedores que reciben financiación pública, con objeto de facilitar la super-
visión de sus actividades y la rendición de cuentas.

VI) Impulso de sanciones económicas y apertura de procesos legales para 
responsabilizar a las compañías que hayan incumplido las cláusulas so-
cioambientales y los derechos humanos.

ENERGÍA
La crisis de la COVID-19 ha mostrado nue-

vamente la importancia del acceso a 
un suministro energético capaz de 

aportar una cantidad de energía 
suficiente para el desarrollo de 
una vida digna y la prevención 

de enfermedades. Así, la po-
breza, los abusos tarifarios 
o el nulo aislamiento tér-

mico de gran cantidad de 
los hogares suponen el agravamiento del 

impacto de la crisis sanitaria en muchas familias. 

La crisis de la COVID-19 también ha puesto 
de manifiesto la vulnerabilidad que suponen 
las cadenas de suministro globalizadas en un 
escenario de emergencia y la necesidad de re-
localizar diferentes sectores, como el energé-
tico, para ser más resilientes. Nuestro sistema 
energético se ve afectado por la crisis, mos-
trando con claridad las enormes dependencias 
que tiene tanto en su vertiente fósil como en la 
nuclear, y cómo se hace imprescindible avanzar 
hacia un sistema más flexible, descentralizado 
y renovable.

Propuestas:
Realizar una auditoría clara de los costes energéticos que sirva como base para 

cambiar el actual sistema de conformación de precios de la energía por un marco 
que asegure la democratización de la energía y el derecho al autoconsumo re-
novable. Denunciar y rechazar el déficit de tarifa porque es un mecanismo poco 
transparente y completamente sesgado que favorece sólo a las grandes eléctricas.
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co
vid Avanzar en una adecuada planificación del sector energético y en especial 

en el eléctrico. El sobredimensionamiento de infraestructuras petroleras y ga-
sistas, o la especulación que se está originando en torno al sector renovable 
solo incrementarán la fragilidad de nuestro sistema energético. Por lo que es 
necesario un calendario claro de cierres de sectores fósiles, una moratoria a la 
construcción de nuevas infraestructuras y una planificación ordenada y en con-
sonancia con los valores del desarrollo renovable.

Impulsar de forma efectiva el autoconsumo, para ello y entre otras es necesa-
rio seguir incidiendo en las comunidades energéticas, facilitando la instalación 
de placas en autoconsumo o fortaleciendo instrumentos como el autoconsumo 
de balance neto, entre otras. En ese sentido la labor ejemplarizante de la admi-
nistración pública resulta clave, así un plan de autoconsumo todos los edificios 
públicos durante esta legislatura podría impulsar la creación de miles de pues-
tos de trabajo y ayudar a luchar contra la emergencia climática, ahorrando en el 
largo plazo dinero a las instituciones públicas.

Proceder al cierre de las centrales nucleares durante la presente legisla-
tura. La crisis de la COVID-19 ha puesto nuevamente en tensión al sector nuclear, 
mostrando la inherente problemática de una energía cara, sucia y peligrosa cuya 
gestión es enormemente compleja y problemática, tanto que todavía no existe el 
cementerio nuclear definitivo. A su vez, se debe garantizar la mejor la gestión de 
los residuos radiactivos posible orientados con claridad a soluciones definitivas 
y no temporales, del mismo modo se deberán establecer las garantías necesa-
rias para que sean las propietarias de las centrales quienes asuman los costes 
íntegros de la gestión de los residuos y el desmantelamiento.

TRANSPORTE, URBANISMO, Y TURISMO 
El modelo extensivo de 
urbanización asociado a 
la demanda turística y 
a la baja densidad resi-
dencial resulta insos-
tenible por la pérdida 

de biodiversidad, la 
desconexión entre 
sistemas naturales, 

el gasto energético 
y la contaminación 
que provoca. La ur-

banización descon-
trolada también ha 

supuesto la invasión de 
suelos de alto valor agropecuario, como suelos 
muy vulnerables ante episodios naturales, por 

ejemplo, de primera línea de costa, fenómeno 
lamentablemente masivo en el caso español. La 
urbanización dispersa y la conurbación obligan 
a mayores distancias en el suministro de bienes 
y servicios básicos, contribuyendo a su vez a la 
insostenibilidad y la vulnerabilidad del modelo 
territorial.

En cuanto al turismo de masas, la actual 
pandemia está poniendo en evidencia cómo 
nuestra fuerte dependencia de una industria 
no sólo insostenible, también intrascendente 
para las necesidades básicas humanas, que 
precariza el empleo, nos vuelve muy vulnera-
bles económicamente, tanto antes de la crisis 
como especialmente durante y muy probable-
mente después.
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co
vid La economía española depende en un 15 % del 

turismo y en un 14 % de la construcción, y aunque 
el incremento de la inversión en estos sectores 
ha sido el mecanismo para superar, momentá-
neamente, otras crisis en el pasado, creemos que 
es imprescindible aprovechar esta nueva crisis 
sistémica para abordar un cambio profundo en 
nuestro modelo económico y medioambiental, 
que nos haga menos dependientes del monocul-
tivo del ladrillo y la playa, y menos vulnerables 
frente al mercado, las crisis internacionales y los 
fenómenos climáticos extremos. 

Lamentablemente, surgen indicios en estos 
días en el sentido opuesto, es decir, de la profun-
dización y agravamiento del actual modelo. En 
concreto, la Junta de Andalucía anuncia cambios 
legislativos, como el Decreto-ley 2/2020 de 9 de 
marzo que, con el engañoso título de ‘mejora y 
simplificación de la regulación para el fomento 
de la actividad productiva de Andalucía’ y bajo 
la coartada de la crisis sanitaria y la necesidad 
de reactivar la economía, amputan leyes de pro-
tección del Medio Ambiente y persiguen facilitar 
más aún el turismo de bajo coste, al precio de la 
destrucción del territorio, y los daños medioam-
bientales múltiples (en los recursos vitales como 

el agua, en la calidad del aire, los frágiles eco-
sistemas como dunas y marismas, en la biodi-
versidad…); promoviendo, en suma, el urbanismo 
depredador.

Por otra parte, la emergencia habitacional 
crónica que se padece en las ciudades espa-
ñolas, agudizada en los últimos años por un 
repunte artificial del mercado inmobiliario, en 
parte provocado también por el turismo (pisos 
turísticos), sumado a la carencia de políticas 
públicas de vivienda, provoca el hacinamiento y 
‘periferización’ de la población que han contri-
buido a la propagación de la actual pandemia 
sanitaria.

Por otro lado las primeras semanas de confi-
namiento en las ciudades españolas la conta-
minación del aire ha caído un 55 % y el tráfico 
rodado un 73 %. Mientras, el número de vuelos 
en Europa ha disminuido en un 90 %. Pero estas 
drásticas reducciones no conseguirán mejorar 
la calidad del aire ni impedirán el calentamien-
to del planeta si no nos planteamos estrategias 
correctas a medio plazo. Es más, dependiendo 
de cómo se gestione la salida de la crisis, todo 
podría empeorar.

Propuestas:
Establecer moratorias turísticas en los centros urbanos, especialmente de 

las grandes metrópolis, y control riguroso del uso fraudulento de edificios resi-
denciales como pisos turísticos.

Establecer moratorias a la urbanización en los territorios colonizados turís-
ticamente, en particular los municipios declarados de interés turístico, que den 
lugar a planes de recuperación medioambiental, basados en la estimación de su 
capacidad de carga, teniendo en cuenta la preservación de los recursos natu-
rales, en particular el agua y los ecosistemas sensibles -como los costeros-, así 
como la promoción de su capacidad de autoabastecimiento agropecuario.

Establecer una moratoria estatal para planes de infraestructuras de transpor-
te asociados a la movilidad del turismo, vinculada a los estudios autonómicos y 
estatales de capacidad de carga y a las estrategias de diversificación económica 
promovidas tanto desde el Estado como a nivel autonómico y municipal.

Proteger las costas, velando especialmente por la salvaguarda del Dominio Pú-
blico Marítimo Terrestre para que no se relaje la legislación ambiental sobre este.
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co
vid Reformar la legislación estatal del suelo para incorporar nuevos estándares 

generales de dotaciones, equipamientos servicios e infraestructuras para las 
actuaciones urbanísticas, con especial énfasis en la ‘ internalización’ de las ex-
ternalidades medioambientales; normas actualizadas y de carácter general de 
protección del paisaje, en especial de litoral; restricciones de carácter general a 
usos y actividades en suelos no urbanizables protegidos.

Transformar las ciudades para facilitar la movilidad activa, especialmente 
de peatones y ciclistas, restando sitio al transporte motorizado privado.

Fomentar el uso del transporte público, apoyando con medidas urgentes de 
financiación para garantizar la seguridad de todas las personas usuarias y la 
accesibilidad universal, con medidas como el abono social para personas con 
rentas muy bajas. Apostar por la mejora del ferrocarril convencional con tráfico 
mixto de pasajeros y mercancías.

Implementar una moratoria en la construcción de grandes infraestructuras de 
transporte (autovías y autopistas, puertos y aeropuertos y alta velocidad ferrovia-
ria), inversiones muy costosas que el Estado español no necesita aumentar y cuyas 
partidas deben ser utilizadas para afrontar la crisis y mejorar el sistema sanitario.

Abandonar el uso de biocombustibles asociados a cultivos alimentarios, ya 
que está demostrado que su producción conlleva un incremento de la tasa de 
deforestación y la pérdida de biodiversidad, fenómenos ligados al aumento de 
pandemias como la COVID-19.

AGUA
La pandemia del coronavirus ha puesto 

sobre la mesa cuestiones esencia-
les para la vida, entre ellas la 

necesidad de garantizar el de-
recho humano al abasteci-
miento de agua potable y 
saneamiento de forma uni-

versal. Existe un elevado riesgo 
para la salud de las personas 

que viven en asentamientos pre-
carios y viviendas ocupadas donde 

no disponen de agua ni saneamiento. Si 
bien el decreto de alarma prohíbe los cortes 

de agua por impago, las grandes empresas están 
presionando para revertir esta medida, mientras 
que las embotelladoras están realizando cam-
pañas y acuerdos para fomentar el agua mineral 
embotellada en vez del agua de grifo.

Por otro lado se ha generado una enorme 
campaña de marketing que está blanquean-
do un sector agrario industrial responsable de 
grandes impactos ambientales y una dura ex-
plotación laboral. Con ello las comunidades de 
regantes reivindican su papel social y exigen 
más agua. Frente a esto la protección de los 
ríos, acuíferos, lagunas y humedales ha queda-
do en menor plano de importancia y se ha re-
ducido tanto la vigilancia sobre su explotación 
y contaminación, como la inversión en mejorar 
su estado ecológico.

Ante esta situación es imprescindible articular 
de forma transversal un movimiento, un discurso 
y una acción ecosocial en defensa del medio natu-
ral, los bienes comunes y la gestión pública y de-
mocrática de los servicios públicos y comunitarios.
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co
vid Propuestas:

Reducir de manera urgente la dotación de las asignaciones a las demandas 
agrarias para prevenir cortes de agua a la población y frenar la creación de 
nuevos regadíos.

Mantener la vigilancia sobre el deterioro de los ecosistemas hídricos. Au-
mentar la inversión efectiva en la mejora del estado ecológico de ríos, acuí-
feros, humedales y lagunas; y desestimar definitivamente la construcción de 
nuevos embalses y trasvases planificados o actualmente en construcción, 
como también otros trasvases ya existentes, como el del Tajo-Segura y el de 
Siurana-Riudecanyes.

Establecer y aplicar caudales ecológicos ambientalmente adecuados para 
todos nuestros ríos. Análogamente, se deben garantizar aportaciones suficien-
tes para todos nuestros humedales.

Promover la gestión pública y democrática del agua para priorizar su función 
ambiental y social en todo el Estado español y el ámbito internacional.

Reducir los regadíos existentes y eliminar los regadíos ilegales para recupe-
rar un cierto equilibrio hídrico.

Declarar protegidas las áreas perimetrales alrededor de las captaciones de 
agua de abastecimiento, con 1.000 m de radio, de manera que no se pueda culti-
var en ellas con fitosanitarios ni abonos químicos ni nada que pueda contaminar 
más las aguas superficiales y subterráneas.

Favorecer e impulsar las acciones de deslinde del Dominio Público Hidráuli-
co (DPH) de los cursos fluviales. 

Favorecer iniciativas de renaturalización y restauración de los ríos y sus cau-
ces fluviales, mediante políticas activas de conservación, así como la inclusión 
de más tramos de ríos en figuras de protección tales como las Reservas Natura-
les Fluviales 
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co
vid RESIDUOS

La crisis de la Covid-19 
ha aumentado la gene-
ración de residuos sani-
tarios y domésticos pro-
cedentes de centros de 
salud y hogares, lo que 
ha provocado el aumen-
to de la incineración y 
del vertido de residuos, 

sin recibir ningún trata-
miento previo. Esto ha agravado la preocupante 
situación preexistente de saturación de muchos 

vertederos o de los problemas ambientales y de 
salud derivados de la incineración de residuos. 
Previamente a la pandemia se produjo la catás-
trofe del vertedero de Zaldíbar, que evidencia los 
problemas ocasionados por la nefasta gestión de 
los residuos que se está haciendo en el Estado 
español. La pandemia no puede servir de excusa 
para aumentar su capacidad con ampliaciones 
y/o nuevos vertederos. Con la pandemia además 
se está difundiendo la cultura del monouso, usar 
y tirar, cuando hay alternativas viables y saluda-
bles para evitar los contagios.

Propuestas:

Reducir la generación de residuos derivados de la pandemia mediante la 
reutilización de mascarillas y batas, después de su desinfección y limpieza. Se 
debe impedir su incineración o depósito en vertedero.

Prohibir los plásticos y productos de un solo uso. Promover los envases y las 
bolsas reutilizables, para evitar la saturación de vertederos y el incremento de 
los plásticos que llegan a áreas terrestres y marinas. Para evitar los contagios 
las medidas de higiene son más efectivas que el incremento de los materiales 
de usar y tirar.

Implantar la recolección selectiva obligatoria de la materia orgánica me-
diante los sistemas más eficientes: autocompostaje, recogida puerta a puerta o 
contenedores personalizados.

Eliminar el vertido de residuos que no han sido tratados previamente. Hay 
un expediente de infracción abierto al Reino de España por la Comisión Europea 
por esa práctica ilegal pero generalizada.

Establecer objetivos ambiciosos y vinculantes de prevención y reutilización. 
Se debe adoptar y seguir una hoja de ruta progresiva para el año 2030 siguiendo 
los principios de la jerarquía de gestión de residuos e incluir un objetivo global 
vinculante de reducción de residuos y una limitación a su generación expresada 
en kg/cápita/año. Esta acción debe ser complementada con objetivos y medidas 
vinculantes de reutilización de residuos y productos.

Fijar objetivos obligatorios de prevención del desperdicio alimentario del 
50 % para el año 2030. Se debe alcanzar este objetivo mediante medidas efec-
tivas que cubran todas las fases de la cadena de abastecimiento de alimentos, 
desde la cosecha al procesado y desde la comercialización al consumo.
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co
vid Definir requisitos exhaustivos de diseño circular para todos los productos y 

combatir la obsolescencia tecnológica. Creación de una etiqueta en el producto 
que implique su facilidad en cuanto a su posible reparación, el acceso a piezas 
de recambio, etc. así como añadir medidas de apoyo económico a las empresas 
para la reparación, reutilización y reciclaje de residuos. Estos requisitos han de 
asegurar la durabilidad, reutilización, reparación y reciclabilidad de los produc-
tos, asegurando la no toxicidad de sus materiales y el uso de recursos sosteni-
bles. debe darse a los consumidores el derecho a reparar sus productos como 
norma habitual.

Asegurar ciclos materiales limpios, seguros y no tóxicos. Un entorno de con-
taminación cero y no tóxico sólo se puede conseguir evitando las sustancias 
tóxicas y eliminándolas de manera gradual mediante una rigurosa legislación, 
actualmente inexistente. Sólo se puede evitar la presencia de estas sustancias 
en productos nuevos y reciclados asegurando que existe un sistema de informa-
ción pública sobre las sustancias presentes en materiales, artículos, productos 
y residuos.

Establecer incentivos económicos efectivos para desarrollar estrategias de 
ahorro de recursos. Deben existir incentivos fiscales para promover las prácticas 
de reutilización, por ejemplo, reduciendo el IVA para la reparación y para los 
productos de segunda mano y gravando la utilización de materiales vírgenes. 
El `pago por generación’ es un incentivo para las familias para generar menos 
basura. Se deben implantar impuestos a nivel estatal unificados que graven el 
vertido de residuos y su incineración. Se deberían estimular las inversiones pú-
blicas y privadas en actividades circulares que se sitúen en lo más alto de la 
jerarquía de gestión de residuos y dejar de promover la generación de energía 
con residuos

Priorizar la prevención de residuos en los esquemas de responsabilidad am-
pliada del productor (RAP) de recursos. Todos los sistemas de RAP deben apoyar la 
prevención de residuos mediante la financiación y promoción de la reutilización de 
los productos y la ecomodulación de las tasas para desincentivar los productos no 
circulares. Además, pedimos la extensión de los sistemas de RAP como herramienta 
política para otros grupos de productos (más allá de los envases y de los residuos 
de aparatos eléctricos y electrónicos), siempre que todos los actores – económico-
sociales, recicladores, sociedad civil, organizaciones de consumidores y autoridades 
locales – estén involucrados en el diseño de estos sistemas.

Promover los envases reutilizables. La transposición de la directiva de en-
vases y residuos de envases debe llevar a una legislación ambiciosa que ponga 
el foco en el diseño para la reutilización del producto, el uso de materiales no 
tóxicos y, tras un largo uso, su reciclabilidad. las políticas han de apoyar la im-
plementación de sistemas de reutilización, incluyendo la implantación de un sis-
tema de depósito, devolución y retorno de envases (SDDR) a través de objetivos 
cuantitativos de reutilización para el año 2022.

Controlar y limitar la exportación global de residuos. Los residuos no de-
berían ser enviados a países fuera de la UE con regulaciones menos estrictas y 
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co
vid una inadecuada infraestructura de reciclado. En su lugar, se debería reutilizar y 

reciclar los propios residuos lo más cerca posible, creando empleo local. Es una 
práctica habitual con los residuos plásticos y con los provenientes de aparatos 
eléctricos y electrónicos. La aplicación estricta de las nuevas enmiendas al Con-
venio de Basilea es crucial para detener esa práctica.

Configurar el marco legal correcto para el reciclaje químico. Se necesitan de-
finiciones y requisitos claros para garantizar que el reciclaje químico no mine 
enfoques circulares más altos en la jerarquía de residuos o provoque impactos 
ambientales adversos. El input debe limitarse a plásticos degradados y contami-
nados, nunca a los plásticos procedentes de una recogida selectiva, y el output 
debe limitarse a plásticos nuevos, no a combustible. La gasificación para obtener 
gas de síntesis y productos combustibles son una variante de la incineración.

Eliminación de la incineración y coincineración de los residuos. Se debe lide-
rar el potencial de las actividades de prevención de residuos y economía circu-
lar eliminando gradualmente la capacidad existente de las incineradoras (las 11 
incineradoras de RSU y la coincineración en la industria cementera) y frenando 
el desarrollo de nuevas instalaciones de este tipo. Esto es de suma importancia 
para mejorar la recogida selectiva y asegurar la descarbonización de la red de 
energía.

TÓXICOS
La actual crisis sanitaria evidencia la 

necesidad de implementar políticas que 
aseguren un medio ambiente sano y la sa-
lud de la ciudadanía. Por ello la reducción 

a la exposición de tóxicos generados por la 

actividad humana, en especial aquéllos relaciona-
dos con la agricultura convencional, es fundamen-
tal, tanto por salud como por frenar la pérdida de 
biodiversidad, que es nuestro mayor seguro para 
prevenir futuras enfermedades infecciosas.

Propuestas:
Modificar el Plan Nacional de Uso Sostenible de Plaguicidas. Este Plan deberá 

contener un objetivo vinculante de reducción cuantitativa y cualitativa de pla-
guicidas agrarios de al menos el 50 % para 2023.

Elaborar un procedimiento de autorizaciones excepcionales de productos fi-
tosanitarios, que agrave las condiciones de autorización para aquellas autoriza-
ciones repetidas año tras año, en especial las que permiten el uso de sustancias 
activas no autorizadas por la normativa europea. Este procedimiento deberá, entre 
otros puntos, contener la obligación de que las organizaciones agrarias y produc-



28

PO
R 

UN
 FU

TU
RO

 Q
UE

 P
ON

GA
 L

A 
VI

DA
 E

N 
EL

 C
EN

TR
O 

• P
ro

pu
es

ta
s 

ec
ol

og
ist

as
 p

ar
a 

un
 m

un
do

 p
os

co
vid tores peticionarios acrediten, de manera fehaciente previa a la concesión de la 

autorización y por medio de analíticas realizadas por laboratorios acreditados, la 
existencia de plagas o peligros fitosanitarios. La autoridad competente nacional, 
en colaboración con las autonómicas, deberá comprobar que los usuarios de pro-
ductos fitosanitarios permitidos por autorizaciones excepcionales acrediten la efi-
cacia de los productos aplicados y que las medidas de mitigación del riesgo para la 
salud humana y el medio ambiente han sido aplicadas. La concesión de autoriza-
ciones excepcionales únicamente podrá darse a explotaciones agrarias que hayan 
acreditado el peligro imprevisible fitosanitario. No podrán concederse a toda la 
superficie de una Comunidad Autónoma, ni a la de una provincia, ni municipio.

Elaborar planes de control de la contaminación difusa de plaguicidas de ori-
gen agrario en todas las demarcaciones hidrográficas. Para la elaboración de 
estos planes, las demarcaciones deberán conocer los productos fitosanitarios y 
las cantidades de estos que son aplicados en su ámbito territorial. Para ello el 
Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación deberá anualmente publicar los 
tipos y cantidades de productos fitosanitarios usados en cada provincia. Estos 
datos deberán ser reales y no obtenidos mediante las actuales encuestas cum-
plimentadas, de forma parcial, por la industria.

Publicar el Plan Nacional de Salud y Medio Ambiente e implementar medidas 
de reducción de la exposición a contaminantes ambientales de origen humano.

MINERÍA
La vertiente económica de la crisis pro-

vocada por el COVID no ha paralizado 
la carrera para aumentar la producción 
de las llamadas “materias primas crí-
ticas” mediante nuevas explotaciones 
mineras en tierra y bajo los océanos. 

Bajo el pretexto de la creciente demanda de cier-
tos metales de aplicación tecnológica, se continúa 
ignorando el desperdicio colosal de materiales 
por la ausencia de reciclaje y reutilización reales 

mientras se legitima la destrucción de territorios, 
hábitats y especies, así como la contaminación de 
agua y aire en operaciones “low cost” que con de-
masiada frecuencia provocan desastres ambien-
tales. Frente a las peticiones de “rescates” por las 
supuestas pérdidas de un sector que se lucra ex-
ternalizando “pasivos” ambientales, las siguientes 
propuestas pretenden anticipar una sociedad en 
la que la minería, tal y como hoy la conocemos, se 
convierta en una práctica obsoleta.

Propuestas:
Proteger de forma estricta el patrimonio biogenético de la destrucción mi-

nera. Sin ir más lejos, el test para el diagnóstico de COVID-19 se desarrolló utili-
zando una enzima aislada de un microbio hallado en respiraderos hidrotermales 
de aguas profundas. En todo el mundo, sólo existen 50 km2 de hábitats de respi-
raderos hidrotermales, amenazados por el avance de la minería submarina. Su 
destrucción impediría irreversiblemente avances médicos y farmacéuticos deri-
vados del estudio de este tipo de hábitats extremamente raros y frágiles.
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co
vid Primar alternativas a la minería para el suministro de metales de uso tec-

nológico. El aumento de la minería metálica para abastecer los mercados tec-
nológicos, vinculados a la comunicación profesional e interpersonal y nuevas 
formas de teletrabajo, así como a las energías renovables, implica una amenaza 
de contaminación sin precedentes por metales pesados y la destrucción de há-
bitats, con especial impacto en la Red Natura 2000 y otros espacios protegidos.

Fomentar la minería urbana el reciclaje obligatorio de residuos con conte-
nidos metálicos, evitando el desecho anual de millones de toneladas. Actual-
mente el reciclaje de minerales como el litio, telurio o tierras raras está por 
debajo del 1%, el del cobre está entre el 43-53%, el del níquel entre el 57-63% y 
el del cobalto entorno al 68%. Además, extraer metales como cobre u oro de los 
residuos electrónicos es 13 veces más barato que sacarlos de una mina conven-
cional terrestre. Es irracional promover nuevas explotaciones mineras antes de 
haber reprocesado todos los metales desechados en vertederos, balsas de lodos 
mineros y otros lugares.

Destinar los fondos que actualmente se destinan al sector minero a apoyar 
la infraestructura logística y normativa para el reciclaje efectivo.

Garantizar el control efectivo de las actividades mineras en tiempos de con-
finamiento o restricciones de movilidad. Mientras que las actividades mine-
ras se han considerado esenciales y han continuado durante los periodos de 
restricciones, las organizaciones ecologistas no han podido ejercer su control y 
las inspecciones administrativas han sido mínimas, incrementando el riego de 
actuaciones ilegales o contaminantes. El derecho ciudadano a participar en el 
control directo de las actividades mineras en todo momento debe garantizarse.

Modificar la Ley de Minas vigente de 1973. Se trata de una Ley preconstitu-
cional que favorece la especulación con las concesiones y autorizaciones, que 
no tiene en cuenta ni el medio ambiente ni los derechos fundamentales de las 
personas. Ecologistas en Acción ha propuesto una modificación en la que prima 
la conservación de lo valores naturales y los derechos de la ciudadanía. De este 
modo, el nuevo texto debe proponer la exclusión de la actividad minera de todas 
las áreas de interés ambiental de nuestro país (como Red Natura 2000, reservas 
fluviales, cuencas de vertido de lugares de captación de agua potable, etc.). Una 
legislación obsoleta permite las actividades extractivas en España sin llevar a cabo 
un análisis previo objetivo de impacto social y ecológico a largo plazo. La legislación 
debe garantizar la solvencia económica y técnica de las compañías mineras y que 
cuenten con la capacidad necesaria para conservar y restaurar el medioambiente, 
para evitar el fenómeno habitual de la minería actual de carácter especulativo en 
la que se produce la obtención de permisos en términos de “caza-derechos”. Entre 
otras cosas, los beneficios derivados de la minería podrían utilizarse para contri-
buir a la rehabilitación de los terrenos de las minas existentes. La nueva legisla-
ción debería introducir instrumentos de participación ciudadana eficaces, consi-
derando el derecho de las comunidades locales a rechazar las actividades mineras 
en sus territorios, estableciendo procedimientos de consulta pública transparente, 
con plazos razonables y que promueva la participación ciudadana.

https://www.ecologistasenaccion.org/?p=108472
https://www.ecologistasenaccion.org/?p=108472
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co
vid AGROECOLOGÍA Y SOBERANÍA ALIMENTARIA

Una enseñanza importante de la 
pandemia ha sido la relativa a la 
alimentación. Mucha gente se ha 

reencontrado con el arte de coci-
nar. Pero quizás el impacto más po-

sitivo ha sido la visibilización de la 
labor de las personas que culti-
van y crían alimentos. Muchas de 

ellas lo ha- cen en condiciones muy precarias, 
como las que se encuentran en los asentamien-
tos chabolistas trabajando en la fresa, en Huelva. 
De hecho, la población migrante, que ha sido in-
justamente estigmatizada en ocasiones, ha sido 
fundamental para poder abastecernos de comida.

El temor a quedarse sin alimentos provocó 
comportamientos irracionales en los super-
mercados. La posibilidad de que los mercados 
globales de productos alimentarios pudieran 
interrumpirse despertó temor a niveles más po-

líticos, y demostró la vulnerabilidad de un siste-
ma globalizado en el que los alimentos recorren 
miles de kilómetros hasta llegar a los puntos de 
venta. La distribución es un cuello de botella y su 
regulación se ve cada vez más necesaria.

Además en las primeras semanas de la pande-
mia, las iniciativas de autoconsumo, de resilien-
cia, de resistencia al modelo alimentario tradicio-
nal se vieron perjudicadas por no formar parte de 
los circuitos económicos convencionales.

Esta pandemia y la situación de confinamiento 
nos ha enseñado que la agroecología no sólo es 
posible sino que es muy necesaria, especialmen-
te teniendo en cuenta la huella hídrica y los po-
sibles vínculos entre la ganadería industrial, los 
monocultivos, los pesticidas, la pérdida de bio-
diversidad y la deforestación, con la aparición de 
nuevas enfermedades como la COVID-19.

Propuestas:

Fomentar los mercados de proximidad y venta directa y la compra pública 
agroecológica en escuelas, hospitales, etc. 

Crear infraestructuras agroalimentarias públicas (centrales de abasteci-
miento, obradores, mataderos, leyes que permitan el sacrificio y despiece en 
pequeñas explotaciones…) y con ello recuperar el papel de lo público en la 
alimentación.

Presionar para que las subvenciones a la agricultura (principalmente la PAC) 
apoyen a las pequeñas producciones a la economía local, y a las personas que 
viven en los territorios donde las producen.

Establecer una ley de precios mínimos para que la gran distribución no pueda 
presionar a las pequeñas explotaciones.

Ceder tierras para cultivar con criterios agroecológicos a las personas desem-
pleadas, las cooperativas o las asociaciones. Para ello se puede crear un banco pú-
blico de tierras, ceder tierras agrarias públicas en desuso (incluyendo propiedades 
de SAREB), fomentar los convenios de cesión de tierras agrarias en desuso propie-
dad de entidades financieras y mediar para la cesión en alquiler de tierras de par-
ticulares en situación de abandono (y con ello paliar la falta relevo generacional).
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co
vid PESCA

POLÍTICAS SOCIALES, 
DE IGUALDAD Y LABORALES

La COVID-19 ha afectado al sector pesquero por las 
restricciones que hay para salir a pescar y la afección 
sobre los precios de venta. Es importante que la deses-
calada no se realice a costa de la protección de las ya 

de por sí mermadas poblaciones pesqueras.

Dado que esta pandemia ha ahondado en la 
crisis social y en las enormes desigualdades 
preexistentes, las políticas sociales son fun-

damentales para corregir estas 
desigualdades y para acom-

pañar en los procesos de 
transformación hacia una 
sociedad más respetuosa 
con el medioambiente. Es 
importante contemplar la 
interseccionalidad, es de-

cir, tener en cuenta las 
diversas formas de 
opresión que inciden 

sobre las personas 

y que configuran sus vulnerabilidades: racia-
lización, clase, género e identidades LGTBIQ+, 
restricción de libertades, diversidad funcional y 
psíquica...

El confinamiento en las casas ha visibilizado 
las tareas de reproducción social como esencia-
les y el reparto desigual de estas en todas las 
partes del planeta, pero también , ha intensifica-
do la presión y las violencias sobre las mujeres. 
La recomendación del teletrabajo ha evidencia-
do la paradoja de que, por un lado, el espacio 
doméstico se sobrecarga de cuidados y trabajo 
reproductivo, imprescindibles para el sosteni-
miento de la vida, y que recaen mayoritariamen-

Propuestas:

Propiciar ayudas al sector pesquero del mismo fondo que al resto de secto-
res pero no del Fondo Marítimo Pesquero (FEMP). El FEMP se creó con el objeti-
vo de invertir en la adecuación para el cumplimiento de las normativas europeas 
en materia de conservación. No dudamos que necesiten algún tipo de ayuda, 
incluso económica, no obstante financiarlo en base a ese fondo puede sentar un 
precedente peligroso. 

Ligar las ayudas a que no se sumen las cuotas de pesca no alcanzadas este 
año al año que viene, pues supondría una doble ayuda (pagar por no pescar y 
permitir pescar después) y se perdería una oportunidad de contribuir a la esta-
bilidad de las poblaciones.
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co
vid te en las mujeres. Por otro lado esta modalidad 

de trabajo no puede aplicarse a los cuidados 
en todas las situaciones, lo que ha generado 
que personas (por ejemplo mujeres migrantes 
trabajadoras en el ámbito doméstico) se hayan 
quedado sin ingresos. Por último se ha eviden-
ciado la desigualdad y privilegios en cuanto al 
acceso de medios tecnológicos por gran parte de 
la población, frente a aquellos hogares que no 
cuentan con estas herramientas para poder se-
guir trabajando o estudiando.

Esta situación excepcional nos presenta una 
oportunidad para definir los trabajos social-
mente útiles (actividades esenciales) y poner 
en valor los trabajos de mantenimiento y cui-
dado de la vida junto con los servicios y traba-
jos de abastecimiento, muchos de los cuales 
tienen a mujeres como protagonistas. Es ne-
cesario asegurar la participación activa de la 
sociedad civil feminista y los grupos de muje-
res en el desarrollo de las medidas para hacer 
frente a la crisis.

Propuestas:
Proteger a todas las profesionales que están en primera línea en la lucha 

contra la COVID-19.

Reforzar los servicios 100 % públicos, universales y de calidad. Es necesario 
que la salida a esta crisis refuerce lo común y lo que nos permite vivir: la sani-
dad, la educación, la atención social de las personas, el cuidado del medioam-
biente, el transporte, la energía, el agua, las comunicaciones, el comercio, las 
pensiones, el ocio o la vivienda. Reclamamos una gestión pública y transparente 
de estos servicios, con perspectiva medioambiental y que den servicio a toda la 
población, especialmente al medio rural.

Revertir las privatizaciones de los servicios públicos, que han provocado co-
rrupción, una pérdida de calidad, mala gestión ambiental y precarización de las 
condiciones laborales. La satisfacción de las necesidades humanas no debe ser 
objeto de lucro. Derogar la ley 15/97 y otras normativas que han permitido la 
privatización creciente de estos servicios públicos. Valorar la nacionalización de 
las empresas, antaño públicas que gestionan suministros de primera necesidad. 

Garantizar el derecho a la salud, incluyendo la salud ambiental, la salud se-
xual y la salud mental. Además de garantizar la sanidad 100 % pública y univer-
sal, proteger la salud de la población frente a la contaminación química, atmos-
férica o de comida poco saludable. Invertir en atención primaria y en medidas 
de prevención de la salud colectiva es más eficiente y barato que hacerlo en 
costosos tratamientos. Asegurar el acceso a la salud sexual y reproductiva de 
calidad, incluyendo el derecho a abortar de forma segura y libre en los márge-
nes de la legislación española actual. Garantizar una atención a la salud mental 
respetuosa con los derechos humanos y libre de coerción para toda la población, 
y en especial para los colectivos más vulnerables, como las mujeres psiquiatriza-
das y/o institucionalizadas.

Reconocer y redistribuir los trabajos reproductivos, reducir la jornada labo-
ral y reforzar los derechos laborales. En aras de repartir el empleo y además 
dejar tiempo para los trabajos reproductivos, el ocio o la participación ciudada-
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co
vid na, se debe reducir la jornada laboral a 30 horas semanales. Organizar estrate-

gias de corresponsabilidad social en los trabajos reproductivos no remunerados.

Asegurar suministros básicos de luz y agua. Prohibición efectiva de cortes por 
impagos debidos a situaciones de precariedad económica para respetar el dere-
cho humano al agua potable, a la energía y al saneamiento asegurando de forma 
inmediata los suministros básicos para todas las personas independientemente 
de su situación económica o habitacional.

Asegurar el derecho a la vivienda. Poner en marcha planes de emergencia de 
vivienda -municipales y autonómicos- movilizando viviendas vacías, para faci-
litar la emancipación de los segmentos sociales jóvenes y la proximidad de su 
residencia a las fuentes de empleo. Prolongar la moratoria a los desahucios de 
primeras viviendas y regular el precio del alquiler. Promover programas públicos 
de vivienda social en alquiler, preferiblemente en el tejido urbano y rural exis-
tente, con especial énfasis en las llamadas ‘ciudades intermedias’, asociados a 
las iniciativas locales de desarrollo de la economía verde.

Instaurar la Renta Básica de las Iguales para toda la población con el objetivo 
de reducir las diferencias sociales. 

Regularizar de forma permanente y sin condiciones a todas las personas 
migrantes y refugiadas ante la emergencia sanitaria. Ligar la regularización a 
habitar en el territorio y no al trabajo, cerrar definitivamente los CIE y acabar con 
las deportaciones exprés.

Ratificar el Convenio 189 de la OIT sobre las personas trabajadoras del ámbi-
to doméstico, prestando especial atención a las mujeres que trabajan de forma 
remunerada pero irregular, y que han tenido que interrumpir su actividad laboral 
sin optar a la prestación por desempleo. Es esencial que cuando se reanude la 
actividad económica se aseguren medidas de protección sanitaria al estar en 
exposición cercana con poblaciones de riesgo. 

Proteger a todas las personas vulnerables de la violencia machista, de la vio-
lencia doméstica y de la violencia económica (aquí y en otros territorios, donde 
están siendo violentadas por la pobreza y amenazadas por defender el territo-
rio). Reconocer la vulnerabilidad extrema de los colectivos de prostitutas que 
se encuentran actualmente sin ingresos, sin opción a prestaciones sociales y 
desempleo y muchas de ellas de forma irregular en el país.
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co
vid CONSUMO

El modelo consu-
mo tiene un papel 
clave en la recu-

peración económica. 
Seguir en un modelo de 

consumo insostenible no 
haría sino acrecentar la cri-

sis social y ecológica. 
Un modelo de con-

sumo responsable, local y ecológico puede en 
cambio ser la llave de la expansión de un modelo 
económico socialmente más justo y responsable 
con el medioambiente. La crisis de la COVID-19 
ha puesto de manifiesto además, que nuestra 
principal fuente de felicidad no está en la pose-
sión desmedida de cosas, sino en la seguridad 
vital (habitacional, energética, alimentaria, sani-
taria) y en la calidad de las relaciones humanas.

Propuestas:
Aplicar criterios de sostenibilidad y justicia social a la compra pública res-

ponsable, que integre el respeto al medio ambiente y valores éticos y solidarios 
en todas las etapas del procedimiento de contratación: 

•	 Productos que utilicen menos recursos y generen menos residuos y emisio-
nes de efecto invernadero y que no contengan sustancias peligrosas para la 
salud y el medio ambiente. 

•	 Alimentación sana y ecológica en la restauración institucional. 
•	 Economía Social y Solidaria en la compra pública, que tenga en cuenta las 

condiciones laborales dignas, criterios ambientales y de igualdad de género

Crear una normativa para el etiquetado ecosocial de los productos. En las 
cadenas globales de producción resulta muy complejo seguir la trazabilidad eco-
lógica y social de los productos que consumimos a través de todo el ciclo de vida. 
Conocer datos como el origen, la huella de carbono y efectos en la salud son 
fundamentales para un consumo crítico y responsable.

Establecer un control a la publicidad de lavado verde1 y solidario. Establecer 
protocolos de control de la publicidad, especialmente frente al “lavado verde”, 
dado que el objetivo de esta publicidad suele ser aumentar las ventas o aumen-
tar el precio del producto o servicio, haciendo creer a la persona consumidora 
que la empresa está tomando medidas para ser sostenible y responsable.

1	 Las estrategias de “lavado verde” se pueden considerar fraudulentas y engañosas y se manifiestan en diversas estra-
tegias: afirmar que tiene cualidades sin prueba contrastable, colocar sellos o certificaciones falsos, erróneos, o parecidos 
a otros oficiales, presumir de datos irrelevantes o, directamente mentir sobre su beneficio ambiental. 
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co
vid EDUCACIÓN

El sistema educativo ya esta-
ba en crisis antes de la situación 
provocada por la pandemia de la 
COVID-19: saber compartimentado, 
escasa atención a la diversidad, 
ausencia de educación para la sos-

tenibilidad, son sólo algunos ejemplos. Algunos 
de estos factores se han agravado con las medi-
das para frenar el impacto de dicha pandemia. Es 
urgente atender las necesidades de la educación 
formal y la no formal. Es hora de repensar la es-
cuela y esta es una oportunidad para ello.

Propuestas:
Revisar y adaptar las escuelas y el currículum. Es preciso revisar en profundi-

dad el currículum escolar y formar al profesorado y demás comunidad educativa, 
así como adaptar las infraestructuras y servicios de las escuelas y abrir estas a su 
entorno generando mayor contacto con la naturaleza, para así transitar hacia una 
sociedad mejor adaptada y más resiliente a los cambios ambientales y sociales 
que se nos vienen por la crisis climática, de biodiversidad, de disponibilidad de 
recursos, etc. Los valores que deben primar, como derecho para toda la ciudada-
nía, son: la sostenibilidad ambiental y social, la importancia de lo común, la salud 
como bien colectivo o la solidaridad como acto de inteligencia social, entre otros.

Favorecer un proceso educativo que atienda a la diversidad. Durante el 
confinamiento se ha optado por dar clases on-line. La brecha educativa ha au-
mentado. Cuando en condiciones normales no se cuenta con las políticas y la 
formación adecuadas para atender la diversidad, menos aún podrá hacerse en 
situaciones excepcionales.

Mejorar el sistema educativo y hacerlo más resiliente ante crisis imprevistas, 
como la actual, pasa por seguir algunos pasos: invertir más en educación pública 
y mejorar las condiciones (como reducir el número de alumnado por clases); 
fomentar grupos de investigación acción educativa con proyectos sostenibles 
innovadores; atender a la diversidad del alumnado, creando procesos donde 
prime la construcción colectiva, pasando de lo competitivo a lo colaborativo, 
donde aprender sea posible para todas las personas con independencia de sus 
circunstancias socioeconómicas y familiares.

Reforzar campañas y proyectos educativos para el resto de la población. 
La educación no es un ámbito exclusivo de las escuelas ni de la edad escolar. 
Aprendemos y nos educamos durante toda nuestra vida. Si nuestro modo de 
vida actual ha provocado que nos hayamos sumergido en una crisis global y 
múltiple y guarda una relación directa con la crisis provocada por la COVID-19, 
debemos reeducarnos colectivamente para cambiar el rumbo, lo que implica 
una alfabetización ecológica de toda la sociedad. Debe haber apoyo público para 
llevar a cabo esta labor, así como desarrollar esta labor educativa desde las pro-
pias administraciones, mostrando a través del ejemplo que se puede reducir el 
consumo y hacerlo con criterios sociales y ambientales.
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vid COMERCIO INTERNACIONAL 

Y GLOBALIZACIÓN
El modelo de la globalización ha 
agudizado la centralidad de los mer-
cados a la hora de definir priori-
dades y con ello las relaciones de 

poder, como el patriarcado o el 
colonialismo, que sostiene 
unos niveles de consumo 

crecientes de los Nortes 
globales mientras despoja de 
sus territorios y de sus recur-

sos a comunidades del Sur glo-
bal a la vez que criminaliza a defensoras del terri-
torio. La pandemia de la COVID 19 ha evidenciado 
además la fragilidad de la globalización impuesta 
por las élites políticas y económicas durante los 
últimos 40 años bajo el paradigma neoliberal a 
través de las instituciones financieras internacio-
nales, la OMC y una multitud de tratados de co-
mercio e inversión. 

Esta vulnerabilidad se ha puesto de manifiesto 
por la alta conectividad que permite una trans-
misión muy rápida de los problemas a todo el 
sistema, por la escasa resiliencia ante las crisis 
derivada de la gran dependencia que tienen los 
Estados y territorios de las cadenas de valor glo-
bales para satisfacer las necesidades de la po-
blación (material sanitario, alimentos, energía....) 
y por el debilitamiento de los sistemas de pro-

tección públicos en todo el mundo tras décadas 
de políticas neoliberales.

Sin embargo, aunque desde estados e institu-
ciones financieras se suceden los anuncios de 
políticas expansivas para contener el desplome 
económico, e incluso hay llamadas por parte de 
varios países de la UE a optar por una salida “sos-
tenible” de la crisis apelando al Pacto Verde Euro-
peo dentro de una lógica de capitalismo verde, no 
hay indicios de que esta reconstrucción vaya a ser 
costeada de forma justa mediante políticas fisca-
les redistributivas u orientada a la transición eco-
lógica. La mayor parte de las medidas económicas 
puestas en marcha por Estados y bancos centrales 
están orientadas a rescatar o mantener el valor 
bursátil de grandes corporaciones, incluyendo a 
las más contaminantes, sin exigir contrapartidas.

Desde una perspectiva de solidaridad inter-
nacionalista, hay que tener en cuenta que la 
pandemia y sus impactos socio-económicos se 
materializan de forma significativamente más 
grave en el Sur global, lo que puede incrementar 
las desigualdades internacionales. Además, los 
estados de emergencia en varios países han de-
rivado en un incremento de la acción represiva 
contra defensoras/es de derechos humanos, del 
territorio y de los bienes comunes.

Propuestas:
Reducir la dependencia de las cadenas de valor globales para satisfacer las 

necesidades de la población. Controlar los precios de los materiales sanitarios 
y farmacéuticos más necesarios en este momento de pandemia. Suspender pa-
tentes para asegurar el acceso a los medicamentos y vacunas aplicando el art. 
31 del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual re-
lacionados con el Comercio (TRIPS). Crear una industria farmacéutica y sanitaria 
estatal bajo gestión pública y sin ánimo de lucro.

Salir del Tratado de la Carta de la Energía y vetar que la UE negocie y firme 
nuevos tratados de comercio e inversión. 
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co
vid Retirar de forma preventiva el consentimiento para el arbitraje inversor-Es-

tado (ISDS) para evitar que sea utilizado para bloquear medidas sociales asocia-
das al COVID-19 y de manera más general medidas encaminadas a la transición 
ecológica justa. Asegurarse de que no se gaste dinero público en pagar a las 
empresas por los laudos perdidos por demandas ISDS durante el tiempo que 
dure la pandemia.

Modificar los tratados de la Unión Europea y de Funcionamiento de la Unión 
Europea, el Pacto de Estabilidad y Crecimiento y los estatutos del Banco Central 
Europeo, que conforman el armazón neoliberal de la UE, y limitar la influencia de 
los lobbies empresariales en la toma de decisiones.

Velar por el cumplimiento de los derechos humanos, incluyendo los sociales 
y políticos, dentro y fuera de la UE. Restituir la deuda ecológica que el norte 
de Europa tiene con el sur y, a su vez, el conjunto de la UE con el mundo más 
empobrecido. Impulsar instrumentos jurídicos de control y sanción de empresas 
transnacionales en materia de derechos humanos y medio ambiente.

LIBERTADES POLÍTICAS 
Y DESMILITARIZACIÓN

Aunque durante el estado 
de alarma ha sido imprescin-

dible tomar medidas para con-
tener la crisis sanitaria, algunas 

de las que se han adoptado -uni-
das a la utilización de una retórica 
bélica en la comunicación de la cri-

sis-, están derivando en la legitimación 
social de la militarización del espacio y el ima-
ginario público, de actuaciones policiales repre-

sivas en muchas ocasiones desproporcionadas y 
arbitrarias, y de la implantación de mecanismos 
de seguimiento y control social posibilitados por 
la aplicación de la tecnología. En la desescalada 
es imprescindible desmontar esta situación, eli-
minar instrumentos jurídicos y tecnológicos po-
tencialmente represivos, desmilitarizar nuestras 
sociedades para garantizar el derecho de la pro-
testa y fomentar la participación ciudadana en 
la reconstrucción de la actividad social y política.

Propuestas:

Derogar las llamadas Leyes Mordaza, que están siendo utilizadas para cri-
minalizar a las personas calificando automáticamente el incumplimiento de las 
restricciones impuestas durante el estado de alarma como infracción de desobe-
diencia. Investigar y sancionar abusos policiales.

Renunciar a la militarización de la comunicación política de la crisis sani-
taria, reducir drásticamente el gasto militar (supone el 1,7 % del PIB) y destinar 
esos recursos al rescate social y la transición ecológica.
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co
vid Limitar a lo imprescindible para el control de la pandemia la implementación 

de mecanismos de seguimiento y control basados en tecnología y no debilitar la 
legislación sobre protección de datos.

Destinar una buena parte del gasto militar previsto (17.200 millones de dóla-
res en 2019, según el SIPRI, Instituto Internacional de Estocolmo para la Inves-
tigación de la Paz), a fines sociales, sobre todo, sanidad, educación, cuidados, 
ciencia y cultura.

OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE
Los Objetivos de Desa-

rrollo Sostenible (ODS) 
y la Agenda 2030 se han 
aprobado a escala in-
ternacional como he-
rramienta global para 
afrontar los principales 
problemas ambientales 

y sociales en el plazo de 
una década. Aunque el 
término Desarrollo Sos-
tenible es más que cues-

tionable, ha sido coopta-
do por grandes empresas 

y está siendo utilizado para 
justificar actividades que degradan 

los ecosistemas, para Ecologistas en Acción, la 
Agenda 2030, si bien parte de un análisis certero, 
fracasa al incluir el crecimiento económico como 

uno de los objetivos. La pandemia y el confina-
miento han puesto de manifiesto que cuando el 
sistema económico crece genera gran cantidad 
de problemas: contaminación, contribución al 
cambio climático, pérdida de biodiversidad, in-
justo reparto de la riqueza y morbilidad y morta-
lidad ambiental y laboral. Cuando deja de crecer 
y está en crisis, mejoran los índices ambientales, 
pero genera aún más pánico y desigualdad. Por 
ello se considera que si se pretenden cumplir 
los ODS hace falta desestimar la imposición de 
crecimiento económico, como se mencionaba en 
el apartado de “Economía y Tejido Productivo”. 
Si eso se logra los ODS pueden ser una buena 
brújula para orientar la desescalada, buscando 
sinergias entre las diferentes estrategias. De otra 
manera será otra agenda internacional con bue-
nas intenciones pero vacía de contenido y que 
fracasará.

Propuestas:
Abrir un proceso participativo en la Estrategia de Desarrollo Sostenible que 

tiene que presentar el Estado español para que esta suponga un verdadero cam-
bio de modelo económico y no un mero listado de políticas para parchear el 
deterioro ambiental y la injusticia social que promueve el sistema económico. 
En este documento se encuentran las propuestas de Ecologistas en Acción en 
relación a la Agenda 2030.

Desestimar el PIB como indicador del funcionamiento de la economía y utili-
zar en su lugar por el Índice de Bienestar Económico Sostenible.

https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.ecologistasenaccion.org/82597/agenda-2030-un-buen-diagnostico-que-no-ataja-las-causas-de-los-problemas/
https://www.dropbox.com/s/xvac3utuj3es1zv/ODS_posicionamiento_2018.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/xvac3utuj3es1zv/ODS_posicionamiento_2018.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/xvac3utuj3es1zv/ODS_posicionamiento_2018.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/xvac3utuj3es1zv/ODS_posicionamiento_2018.pdf?dl=0
https://www.dropbox.com/s/xvac3utuj3es1zv/ODS_posicionamiento_2018.pdf?dl=0
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Cantabria: Apartado nº 2 - 39080 Santander  
Tel: 608952514 cantabria@ecologistasenaccion.org

Castilla y León: Apartado nº 533 - 47080 Valladolid  
Tel: 697415163 castillayleon@ecologistasenaccion.org

Castilla-La Mancha: Apartado nº 20 - 45080 Toledo 
Tel: 608823110 castillalamancha@ecologistasenaccion.org

Catalunya: Sant Pere més Alt, 31, 2º 3ª - 08003 Barcelona  
Tel: 648761199 catalunya@ecologistesenaccio.org

Ceuta: C/ Isabel Cabral, 2, ático - 51001 Ceuta  
ceuta@ecologistasenaccion.org

Comunidad de Madrid: C/ Marqués de Leganés, 12 - 28004 Madrid  
Tel: 915312389 Fax: 915312611 comunidaddemadrid@ecologistasenaccion.org

Euskal Herria: C/ Pelota, 5 - 48005 Bilbao Tel: 944790119 
euskalherria@ekologistakmartxan.org C/San Agustín 24 - 31001 Pamplona.  

Tel. 948229262. nafarroa@ekologistakmartxan.org

Extremadura: Apartado nº 334 - 06800 Mérida 
Tel: 638603541 extremadura@ecologistasenaccion.org

Galiza: tel 637558347  galiza@ecoloxistasenaccion.gal

La Rioja: Apartado nº 363 - 26080 Logroño 
Tel: 941245114- 616387156 larioja@ecologistasenaccion.org

Melilla: C/ Colombia, 17 - 52002 Melilla  
Tel: 951400873 melilla@ecologistasenaccion.org

Navarra: C/ San Marcial, 25 - 31500 Tudela  
Tel: 626679191 navarra@ecologistasenaccion.org

País Valencià: C/ Tabarca, 12 entresòl - 03012 Alacant  
Tel: 965255270 paisvalencia@ecologistesenaccio.org

Región Murciana: Avda. Intendente Jorge Palacios, 3 - 30003 Murcia  
Tel: 968281532 - 629850658 murcia@ecologistasenaccion.org

www.ecologistasenaccion.org
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